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ECUADOR, UNA SOCIEDAD DE ORIGEN, 
TRÁNSITO Y DESTINO DE VÍCTIMAS DE 
TRATA DE PERSONAS
Valeria Innocente

Todos escuchamos hablar alguna vez de 
“trata de personas”, probablemente la re-
lacionamos con la explotación sexual o el 
proxenetismo. Nos escandalizamos cuan-
do escuchamos algún caso alegórico en 
los medios de comunicación, sin embar-
go ¿realmente conocemos la magnitud y 
profundidad de este fenómeno que crece 
día a día en el seno de nuestra sociedad? 
Pensamos, que como humanidad, hemos 
superado ciertas prácticas “brutales y an-
tiguas”, pero ¿somos conscientes de que la 
trata de personas es una forma de conti-
nuación de la esclavitud, del sometimien-
to del hombre por el hombre?

El imaginario social latinoamericano es 
poco consciente acerca de este delito de-
nominado “trata de persona”, el mismo se 
encuentra aún invisibilizado y su tipifica-
ción específica es relativamente reciente. 
En junio de 2005, se incorporó por pri-
mera vez en el Código Penal ecuatoriano.  
Aquellos que se dedican a la investigación 
de esta problemática, afirman con preo-
cupación, que el fenómeno se encuentra 
en constante expansión (Viteri 2015).

El historiador Kebim Bales (en Viteri 
2015) afirma que estas nuevas formas de 
esclavitud reportan alrededor de 150 bi-
llones de dólares al año. Este dato, entre 
otros, confirma que el “negocio” de la es-

clavitud del siglo XXI, constituye una de 
las actividades delictivas de mayor renta-
bilidad en el mundo. Por ello, como expli-
ca Ceja ([2015] en Viteri 2015, 3) “la trata 
se ha convertido en una de las actividades 
principales de las redes trasnacionales de 
crimen organizado”.

Las corrientes de trata de personas pue-
den ser internas, es decir que se dan den-
tro de un mismo país; intrarregionales, 
entre países de una misma región; o ex-
tra-regionales, entre países de diferentes 
regiones del mundo. Según el último in-
forme de la Oficina de las Naciones Uni-
das contra la Droga y el Delito sobre la 
trata de personas (UNODC 2014, 7):

“La mayoría de las corrientes 
de trata son intrarregionales 
(...) Las estadísticas muestran 

una correlación entre la riqueza 
(PIB) del país de destino y la 

proporción de las víctimas de la 
trata trasladadas allí desde otras 
regiones. Los países más ricos 
atraen a víctimas de diferentes 
orígenes, incluso de otros con-
tinentes, mientras que en países 

menos prósperos se observan 
principalmente corrientes de 

trata nacionales o subregiona-
les.”
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Fuente: UNDOC 2014, 7

El 37% de los casos registrados entre 
2010 y 2012 a nivel mundial se trata de 
corrientes de trata intra-regionales, en 
segundo lugar, con el 34%, se registra-
ron corrientes de trata dentro del mismo 
país; con el 26% corrientes tras-regiona-
les y el último 3% se trata de corrientes 
subregionales, es decir entre subregiones 
próximas (UNODC 2014, 8). 

Como se observa en el gráfico, en el caso 
de América Latina la corriente de trata 
extra-regional se da mayormente hacia 
Europa Occidental (UNODC). Ecuador, 
es considerado un país de origen, tránsi-
to y destino de víctimas de trata. Según 
explican Supliguicha, Vásquez y Jácom 
(2009), el Ecuador recepciona víctimas 
de Colombia y Perú principalmente, y al 
mismo tiempo es origen de corrientes de 
trata hacia el Perú, Venezuela, República 
Dominicana y EEUU.

Debido al carácter ilegal y al mismo 
tiempo “tabu” (socialmente oculto, pro-
hibido) de la problemática, es muy difìcil 
registrar los casos y construir estadísticas 
cercanas a la realidad. En este sentido, 
Ecuador cuenta con muy escasos datos 
respecto a este fenómeno, que atraviesa 
fuertemente su población, y los mismos 
no se encuentran diferenciados por ca-

tegorías como género, edad, fines, etc. 
Algunas organizaciones sociales estiman 
que el número de víctimas de trata en 
el Ecuador, ronda las 6000 personas al 
año (Fundación Alas de Colibrí s/f). Sin 
embargo las estadísticas presentadas por 
el Boletín Perfil Criminológico elabo-
rado por la Facultad Latinoamericana 
de Ciencias Sociales en el 2015, registra, 
entre 2010 y agosto de 2014, tan sólo 
582 denuncias; de las cuales 167 corres-
ponden a la provincia de Pichincha, 62 a 
Santo Domingo y 62 a Guayas, entre las 
de mayor número de casos denunciados.

La trata de personas es una problemáti-
ca muy compleja, atravesada por varios 
factores, y relacionada intrínsecamente 
con otras problemáticas como el tráfico 
de migrantes, la explotación sexual, el 
trabajo forzado. Un informe del Obser-
vatorio Latinoamericano sobre Trata de 
Personas (2010, 2) considera que entre 
los factores que atraviesan la problemá-
tica de trata, se destacan “altos niveles 
de pobreza; desigualdades sociales y de  
género;  la  creciente  demanda  de  ser-
vicios  y  mano  de  obra  en  condiciones  
de explotación;  políticas  migratorias  
restrictivas  que  obligan  a  las  personas  
migrantes  a moverse  en  condiciones  de  
irregularidad,  y  el  rápido  crecimiento  
de  la  delincuencia organizada.” 
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Perspectiva de género. Una sociedad androcéntri-
ca que sostiene “sin querer queriendo” la esclavi-
tud del siglo XXI

“Las  estructuras  de  dominación  son  un  trabajo  
histórico  y  continuo  de  reproducción  en los que 
instituciones como la Familia, la Iglesia, el Estado y 
la Escuela tienen un papel de agentes eternizadores de  
esta dominación”(Bourdieu[1977] en Varese Cabrera 

2014, 39)

Como es de público conocimiento, la población ma-
yormente afectada por el delito de la trata son las 
mujeres, niñas y adolescentes. Según  la  Oficina  de  
las  Naciones  Unidas  para  la  Droga  y  el  De-
lito ([2010] en Varese Cabrera 2014, 65),  “a  nivel  
mundial alrededor del 80% de las víctimas de Tra-
ta de Personas con fines de explotación sexual son 
mujeres”. En el caso de Ecuador, el Ministerio de 
Inclusión Económica y Social (MIES s/f) afirma, ba-
sándose en las denuncias registradas por la justicia , 
que el 49% de las víctimas son mujeres adultas, 21% 
niñas, 18% hombres adultos, 12% niños.

Manuel Varese Cabrera (2014), actualmente funcio-
nario del Ministerio de Inclusión Económica y So-
cial (MIES), sostiene que la Trata de Personas está 
relacionada intrínsecamente con las características 
de la sociedad androcéntrica en la vivimos. El au-
tor, toma el concepto de dominación masculina, del 
sociólogo francés Pierre Bourdieu para explicar su 
tesis.

“La naturalización de la dominación pasa 
a través de estas instituciones de forma 
desapercibida por dominadores y domi-
nados, y al estar el sistema presente en los 
cuerpos y en las cosas, la  sumisión  no  es  
percibida,  ni  siquiera  contestada,  sino 
implícitamente aceptada  y asimilada.” 
(Varese Cabrera 2014, 39

La dominación masculina es una construcción cul-
tural e histórica, es decir, no constituye una realidad 
dada a priori, ni justificada en razones de la natu-
raleza humana, como se pensaba antiguamente. Al 
respecto el investigador Pepe Rodríguez ([2000] en 
Varese Cabrera 2014) afirma que el giro cultural ha-

cia la masculinidad comenzó a darse alrededor del 
año 3000 a. C debido al giro paradigmático hacia la 
concepción de un Dios hombre. Supuesto que luego 
fue fuertemente afirmado y expandido por la reli-
gión Judía y su hermano menor, el cristianismo.

La inferioridad femenina se sustenta y reproduce 
casi de manera imperceptible, son estructuras so-
ciales subterráneas, fuertemente arraigadas en las 
sociedades de todo el mundo y especialmente en 
sociedad latinoamericana, entre otras cosas, por su 
característica fuertemente religiosa.

Esta concepción de inferioridad y sumisión es con-
sentida inconscientemente por las mismas víctimas, 
es decir, por madres, esposas, novias, hijas y herma-
nas. Al respecto la teoría de Mouffe y Laclau (1987) 
acerca de los antagonismos latentes en la sociedad 
nos ayuda a entender y diferenciar los conceptos de 
“subordinación”, “opresión” y “dominación”, herra-
mientas útiles para abordar la problemática de géne-
ro y las luchas que se dan en la sociedad al respecto. 

En tanto subordinación los autores entienden aque-
lla situación de sumisión particular vivida de mane-
ra naturalizada; la misma se convierte en opresión 
cuando la persona sometida advierte la situación y 
deja de vivirla de manera naturalizada; y por último 
con el término de dominación se explica la situación 
en la cual, no sólo el sometido advierte su situación 
sino también es reconocida por otros agentes de la 
sociedad y se convierte, por tanto, en una trinchera 
de lucha.

Se observa en la historia, que la lucha de las muje-
res por la reivindicación de sus derechos es larga y 
sinuosa (Silva 1999). Existieron tempranamente, fo-
cos y grupos aislados de mujeres (y hombres) que 
advirtieron la situación de opresión e intentaron 
llevar adelante algún tipo de acciones de reivindica-
ción. Sin embargo, recién a principios del siglo XX 
se comienzan a registrar luchas feministas propia-
mente dichas. Como explica Silva (1999), las pri-
meras demandas giraban alrededor de los derechos 
políticos y de participación, o bien estaban relacio-
nadas a reivindicaciones laborales.

En el caso de América Latina, el reconocimiento de 
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los derechos políticos se logró, en la mayoría de los 
países de la región, durante la primera mitad del si-
glo XX. Ecuador fue uno de los primeros países de la 
región en reconocer a las mujeres el derecho al voto 
en el año 1929. Sin embargo, recién a partir de los 
60 y 70, las mujeres latinoamericanas comienzan a 
emerger como verdaderas protagonistas de distintos 
movimientos, como: los movimientos de Madres del 
Cono Sur, movimientos campesinos, comunidades 
católicas de base, movimientos sindicales y luchas 
locales (Silva 1999, 10).

Retomando el argumento anterior, Bourdieu 
([1977] en Varese Cabrera 2014), afirma que las ins-
tituciones como el Estado, la Escuela, la Familia y 
la Iglesia, reproducen la lógica androcéntrica de la 
sociedad casi inconscientemente. Sin embargo, en 
los tiempos que corren, consideramos que es nece-
sario agregar a los medios de comunicación a la lista 
de instituciones que contribuyen a la reproducción 
del ideario androcéntrico. Los mismos constituyen 
una gran influencia, que disputa al Estado su rol de 
reproductor de la ideología dominante (en términos 
gramscianos), en la construcción de los imaginarios 
sociales. 

Tanto periódicos como programas televisivos, no 
sólo reproducen la imagen del cuerpo de la mujer 
como un objeto, sino que, en cuanto a la problemáti-
ca de la trata de personas, utilizan un formato sensa-
cionalista y cortoplacista. Generan especulaciones, 
exponen a las víctimas a procesos de re-victimiza-
ción y dejan de lado contenidos importantes a la 
hora de hablar de esta problemática.

“La desatención de un enfoque de derechos 
humanos en el tratamiento noticioso puede 
resultar en la revictimización o en el refor-
zamiento de estereotipos que agravan las 
condiciones de grupos vulnerables (...)
Por responsabilidad, la prensa como forma-
dora de opinión debe revisar regularmente 
instrumentos normativos de Naciones Uni-
das, protocolos de cobertura periodística 
con enfoque de género, evitar proporcionar 
datos de las víctimas para no vulnerar más 
su condición y, finalmente, dar seguimien-
to a casos para conocer el balance entre la 

“Tratamiento” de la Trata de Personas en el Ecua-
dor. Avances, retrocesos y pasos al costado.

En el marco del derecho internacional el tratamiento 
de la problemática evolucionó de manera considera-
ble. Desde el concepto de “trata de blancas”, deno-
minación que se le daba a principios del siglo XX al 
delito de tráfico de esclavas con fines de explotación 
sexual (Quintana y Bernal 2015, 3); al concepto de 
“trata de personas” definido actualmente como:

“La captación, el transporte, el traslado, la 
acogida o la recepción de personas, recu-
rriendo a la amenaza o al uso de la fuerza u 
otras formas de coacción, al rapto, al frau-
de, al engaño, al abuso de poder o de una 
situación de vulnerabilidad o a la concesión 
o recepción de pagos o beneficios para ob-
tener el consentimiento de una persona que 
tenga autoridad sobre otra, con fines de ex-
plotación” (Protocolo de Palermo, artículo 
3, inciso a).

En cuanto al caso de Ecuador, se llevó adelante un 
importante avance en el tratamiento de la problemá-
tica, tanto en el ámbito judicial, policía especializada 
y también en lo que respecta al reconocimiento del 
derecho de protección y restitución de las víctimas. 
Uno de los últimos pasos adelante en torno de esta 
cuestión, ha sido la elaboración de un Protocolo Na-
cional Unificado para la Protección y Asistencia In-
tegral de Víctimas de Trata realizado en el año 2013, 
aunque el mismo aún no se encuentra publicado ni 
en funcionamiento efectivo.

A nivel mundial, las políticas públicas dirigidas a la 
trata de personas se clasifican, principalmente, en 3 
enfoques:

“las políticas penales que han llevado a tipi-
ficar el fenómeno de la trata como un delito; 
las políticas migratorias que tienden a ser 
cada vez más restrictivas; y, las políticas so-
ciales que buscan tanto generar condiciones 

impunidad y la sanción penal. La sanción 
social es tarea de toda la sociedad.” (Ruiz 
2015, 16) 
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para que no se reproduzca esta problemática, 
como apoyar las condiciones de las víctimas 
que han sido objeto de este delito” (Carrión 
2009, 36)

Cabe destacar, que en muchas ocasiones, los Estados 
en el afán de proteger sus fronteras, hacen mucho én-
fasis en políticas de seguridad, mientras el problema 
debe ser abordado, sin lugar a dudas, desde el enfo-
que de derechos humanos.

El Ecuador cuenta con el Plan Nacional para la Pre-
vención y Sanción de la Trata de Personas y Protec-
ción Integral a las Víctimas, aprobado en el año 2006  
y actualizado en el año 2010. El mismo contempla 4 
ejes: “a) prevención – promoción   de   derechos, b) 
investigación – sanción, c) protección  especial – re-
paración  integral  a  las  víctimas  y d) coordinación 
interinstitucional nacional e  internacional” (Comi-
sión Interinstitucional 2012).

Como se puede observar, este Plan Nacional se en-
cuentra en coordinación con las tendencias en polí-
ticas de derechos humanos que se están llevando a 
cabo en el mundo. Sin embargo entre el papel y la 
realidad existe una distancia considerable, como es el 
caso de muchas políticas de derechos humanos en los 
países latinoamericanos. Al respecto del accionar del 
Estado ecuatoriano, Benavides afirma (Entrevista en 
Costa Garcia 2015, 96-97):

“En  particular,  el  Estado  no  se mostró ca-
paz de desarrollar procesos de protección y 
atención efectiva a las víctimas de trata de 
personas . Enfocó su accionar en operativos 
que buscaban desarticular redes de trata  y  
dictar  sentencia  a  los  victimarios  y/u  otros  
implicados.  Sin  embargo,  tampoco logró 
trascender más allá de los grandes operativos  
y sentencias, razón por la cual no avanzó en 
los procesos de reparación integral.”

El eje de prevención ha sido uno de los cuales más 
se ha llevado adelante, se realizaron numerosas capa-
citaciones y campañas de sensibilización dirigidas a 
agentes específicos y a la comunidad en general. Aun-
que el mismo informe de la Comisión Interinstitucio-
nal (2012) destaca que aún es necesario articular pro-

gramas de formación transversales a la educación y 
la salud.

Respecto al eje de investigación y sanción también 
se observan avances como es el caso de la tipifica-
ción específica en el Código Penal en el año 2005 
y la creación de unidades específicas para la inves-
tigación y el seguimiento de este delito, como son 
la Unidad contra el Delito de Trata de Personas y 
Tráfico de Migrantes de la Policía Judicial (UCD-
TPTM-PJ, 2011), el Grupo Antitrata de la  Dirección  
Nacional  de  la  Policía  Especializada  en  niños,  
niñas  y  adolescentes (GAT-DINAPEN, 2004), y la 
Unidad Contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilí-
cito de Migrantes (UCTPTM, enero 2012), que fun-
ciona dentro de la órbita del Ministerio del Interior.

Sin embargo es necesario decir que más allá de la 
creación de estas estructuras específicas que posibi-
litan el tratamiento pormenorizado del problema, 
no se ha comprobado hasta el presente, una corre-
lación relevante en términos de casos denunciados 
y juzgados. Como se explicó anteriormente, entre el 
año 2010 y agosto del año 2014 sólo se registraron 
582 denuncias. Otro inconveniente importante es el 
hecho de que estas unidades especìficas no poseen 
capacidad de acción en todo el territorio nacional, 
si bien su competencia lo acredita, su alcance queda 
reducido a las ciudades de Quito y Guayaquil.

El eje que menor desarrollo ha tenido es el de pro-
tección y restitución de las víctimas de trata. Según 
un informe de la Comisión Interinstitucional del 
Plan Nacional contra la Trata, entre el 2010 y el 2011 
se rescataron un total de 128 personas mientras en el 
año 2012 el número aumentó a 119 personas (Comi-
sión Interinstitucional 2012). Sin embargo esos son 
los últimos datos públicos que se tienen acerca de las 
víctimas de trata rescatadas. 

Por otro, lado un gran déficit de este eje, es la baja 
capacidad de atención de las víctimas. En el 2012 se 
contaba con 4 casas de acogida, dos de carácter pri-
vado apoyadas por el Estado y dos de carácter públi-

2 El plan aprobado en el año 2006 se denominaba “Plan Nacional para combatir la Trata de personas, 
tráfico ilegal de migrantes, explotación sexual laboral y otros modos de explotación y prostitución de mu-
jeres, niños,  niñas  y  adolescentes,  pornografía  infantil  y  corrupción  de  menores”. El mismo abarcaba 
muchas problemáticas, por este motivo se decidió actualizar y enfocar cada problemática por separado 
(Informe Comisión Interinstitucional 2012). Sin embargo la actualización realizada aún no se encuentra 
aprobada formalmente (Costa García 2015)
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 3 Relevamiento propio realizado por medio de internet, en base a datos del mapeo realizado en el año 
2010 por el Ministerio del Interior.

co. Sin embargo en el presente sólo se cuenta con 2 
de aquellas casas de acogida, posiblemente por dis-
minución progresiva de apoyo financiero del Estado 
hacia estas iniciativas. Al mismo tiempo estas casas 
sólo atienden a adolescentes víctimas de trata con 
fines de explotación sexual, es decir todas aquellas 
víctimas que no se encuentran dentro de esta po-
blación, no cuentan con servicios de contención y 
acogimiento.

Como se puede observar, el rol de las organizaciones 
sociales que se ocupan de esta problemática es muy 
relevante. Al respecto Tzvetkova ([2002] en Costa 
García 2015) afirma:

“Frente a la relativa inexistencia de  inicia-
tivas  formuladas  por  los  gobiernos  para 
asistir  a  las víctimas de  trata  de personas,  
las organizaciones  de  la  sociedad civil asu-
mieron el  reto  de  organizarse a nivel  local, 
nacional  e  internacional, con  el  objetivo  
de  responder  a  las  necesidades  de estos 
sujetos”.

En Ecuador, como se advirtió en el desarrollo ante-
rior, las organizaciones sociales son los únicos agen-
tes que se encargan, en términos reales, de la pro-
tección y restitución de las víctimas. En el año 2010, 
según un mapeo realizado por el Ministerio del In-
terior, se contaba con el apoyo de alrededor de 17 
organizaciones de la Sociedad Civil (entre ONG`s 
y organizaciones religiosas locales e internaciona-
les, sin contar organismos intergubernamentales), 
que de alguna manera, se ocupaban de la atención a 
víctimas de trata con diferentes fines. En el presente 
sólo se pudo constatar  el efectivo funcionamiento 
de 12 de las mismas.

Por otro lado si bien se ha intentado llevar adelante 
un trabajo coordinado entre Estado y Sociedad Ci-
vil, es necesario destacar que este ha subordinado el 
papel de las organizaciones en varias oportunidades, 
especialmente en el caso de la Comisión Interinsti-
tucional encargada de implementar el Plan Nacional 
antitrata, de la cual no forman parte. En la misma 
línea también se observa la progresiva disminución 

de proyectos y financiamiento destinados a incen-
tivar el accionar de las Fundaciones que abordan la 
trata de personas. 

Como se explicitó anteriormente, dos casas de aco-
gimiento han cerrado debido a estas condiciones. 
Como explica Cáceres (entrevista en Costa García 
2015) es muy difìcil para una organización social, 
local, trabajar de manera aislada una problemáticas 
altamente compleja e internacional como es la Trata 
de Personas.

Conclusiones, problematizaciones y desafìos

La trata de personas es un fenómeno que aqueja a la 
sociedad en su conjunto y de manera creciente. Al 
mismo tiempo es una problemática muy compleja, 
se constituye principalmente como un negocio ile-
gal de carácter transnacional, de gran rentabilidad; 
y establece vínculos con redes de crimen organiza-
do como ser el narcotráfico, el tráfico de migrantes, 
etc. Por otro lado se desarrolla en las periferias y a 
la sombra de las sociedades, que en términos gene-
rales, son muy poco conscientes de este fenómeno.

Por ello, es necesario decir en primer lugar, que al 
ser un delito de estas magnitudes, que trasciende las 
fronteras de lo local, indefectiblemente el Estado y 
las organizaciones regionales e internacionales tie-
nen un papel fundamental en el tratamiento tanto 
macro como micro de esta problemática. Es necesa-
ria la coordinación entre los distintos gobiernos y el 
compromiso político firme para la aplicación de po-
líticas públicas de prevención, sanción y protección 
de las víctimas de trata.

En cuanto a los avances en materia de derecho y po-
líticas públicas en el Ecuador, hemos dado cuenta a 
lo largo de este desarrollo, que se han obtenido im-
portantes logros. Durante los últimos 10 años se ha 
logrado sancionar un importante cuerpo normativo 
sobre el delito de la trata de personas, desde su tipi-
ficación en el Código Penal (2005), reconocimiento 
en la Constitución Nacional (2008), pasando por la 
aprobación de tratados internacionales en la mate-
ria, hasta la aprobación del Plan Nacional contra la 
Trata de Personas y otros delitos en el año 2006 y 
su actualización  en el año 2010 (aún no aprobada 
oficialmente).
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En este sentido Ecuador se encuentra a la vanguar-
dia en cuanto a tratamiento de la problemática y re-
conocimiento de derechos de las víctimas, acogién-
dose a los enfoques internacionales más avanzados 
en materia de trata de personas (prevención, perse-
cución y protección). El Plan Nacional contra la Tra-
ta de Personas dispone la coordinación y el trabajo 
articulado de las instituciones del Estado que tienen 
alguna competencia sobre la problemática, desde las 
instituciones judiciales hasta las operativas e incluso 
en articulación con las organizaciones sociales que 
trabajan con las víctimas de trata. 

Sin embargo es necesario reconocer, que al igual 
que en otros países latinoamericanos, hay una bre-
cha muy importante entre reconocimiento de dere-
chos, anuncio de planes y políticas públicas y efecti-
vización de los mismos. En este sentido se advierte 
también, que durante los últimos años el Estado 
Ecuatoriano ha ido achicando recursos destinados 
al tratamiento de esta problemática. Incluso algunas 
organizaciones sociales han dejado de trabajar en la 
temática debido a la falta de apoyo, y se han cerrado 
algunas casas de acogida de víctimas.

En cuanto al importante rol que llevan adelante las 
organizaciones sociales en materia de prevención y 
protección de las víctimas, se reconoce en primer 
lugar que las mismas tienen llegada a una población 
muy pequeña, sólo funcionan 2 casas de acogida 
con capacidad de alrededor de 15 personas cada 
una, las mismas atienden sólo adolescentes víctimas 
de trata con fines de explotación sexual. Al mismo 
tiempo estas casas se encuentran todas emplazadas 
en la ciudad de Quito, aunque reciben personas de 
todo el Ecuador.

En vistas de ello, se observa la necesidad de que el 
Estado asegure el derecho de protección a las vícti-
mas, reconocido en los múltiples instrumentos lega-
les, y en este sentido, prevea los recursos necesarios 
para: incentivar y ampliar el trabajo de las organi-
zaciones sociales; construir nuevas casas de acogida 
para llegar a mayor cantidad de personas y abordar 
a personas víctimas de trata con otros fines distintos 
a la explotación sexual (especialmente a la trata con 
fines de trabajo forzado, que constituyen la segunda 
categoría en términos de cantidad de víctimas y se 
encuentra en ascenso).

Al mismo tiempo constituye uno de los desafíos más 
importantes de las organizaciones que abordan esta 
problemática, el imperativo de trabajar de manera 
cooperativa y coordinada con el objetivo de llegar a 
mayor cantidad de personas y al mismo tiempo, for-
talecer y ampliar las estructuras de acogida. 

El trabajo coordinado y cooperativo debe extenderse 
también a la comunidad en general a través de cam-
pañas de información y concientización, con el obje-
tivo tanto de prevenir, como también de identificar y 
denunciar casos de trata de personas.

Otro paso adelante lo constituiría la articulación de 
estas redes institucionales de prevención de trata de 
personas, con actores locales clave dentro del proceso 
de captación de víctimas, como ser discotecas, bares, 
y todos los espacios donde se produce la captación 
de víctimas. Así como la capacitación de agentes de 
seguridad privada que trabajan en estos lugares y la 
implementación de cartelería informativa/preventiva 
de carácter obligatorio en estos sectores.

Por último consideramos relevante apostar también 
a la investigación y producción estadística respecto al 
fenómeno de la trata de personas en el Ecuador, con 
los fines de tener un conocimiento más profundo de 
la problemática en el país y contar con diagnósticos 
y estadísticas actualizadas que permitan mejorar la 
toma de decisiones y la formulación de políticas pú-
blicas al respecto.
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